
  

  

14 | 

OPINIÓN 
Subsidio a la tasa hipotecaria: 
hasta ahora, solo un paliativo 

Señor Director: 

Se acaba de promulgar la Ley 21748, que otorga un subsidio a la 

tasa de los créditos hipotecarios para la compra de una vivienda 

nueva cuyo precio no sea superior a UF 4.000 UF. El subsidio, 

que consiste en una rebaja de hasta 0,6% de la tasa, va en la 

dirección correcta para rebajar el stock de viviendas nuevas de 

las inmobiliarias, que suman más de 100.000 unidades y, de 

esta manera, posibilitar la activación de nuevos proyectos, ge- 

nerando el crecimiento económico que la industria inmobiliaria 

es capaz de producir. 

Sin embargo, la medida es solo un pequeño paliativo para una 

industria que requiere, y pronto, un tratamiento de alta com- 

plejidad. La situación del sector inmobiliario aún no muestra su 

peor cara por lo que pronto estaremos viendo los efectos de que 

2024 haya sido el año en que menos permisos de edificación se 

otorgaron en las últimas décadas. 

Como toda enfermedad grave debe abordarse de diversos 

ángulos, sin embargo, la política tiene en sus manos muchos 

remedios. El más importante es devolver la certeza jurídica 

con un régimen de permisos que incentive la inversión y no 

la ahuyente como en estos momentos; que estos permisos y 

autorizaciones se otorguen con criterios objetivos y dentro de 

plazos razonables, dándole valor al silencio administrativo, 

ya que muchas autoridades parecieran ser indiferentes o, al 

menos, desconocer los costos que implican los retardos en su 

otorgamiento; incorporar a través de los planos reguladores 

mayores suelos y densidades destinados a la vivienda; volver al 

antiguo tratamiento del IVA de la construcción; y flexibilizar las 

medidas de mitigación, entre otras. 

Chile necesita una industria inmobiliaria robusta, que entregue 

soluciones en calidad y precio acordes al nivel de desarrollo del 

país. Un país que facilita el acceso a la vivienda es un país más 

justo, más sano y más seguro. Esperemos que las nuevas auto 

ridades políticas así lo entiendan y le den el tratamiento que el 

enfermo requiere. 
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Paros docentes: más que un costo 
económico y social 

nel actual contexto de crisis educa- 

tiva, con resultados muy por debajo 

del promedio de la OCDE, asegurar 

la continuidad de clases debiese 

ser prioridad. Sin embargo, las parali- 

zaciones docentes se han normalizado, 

sin considerar su impacto económico y 

social. 

Un análisis que realizamos en Escuelas 

Abiertas revela que solo en el primer 

semestre de 2025, las clases suspendidas 

podrían costar al Estado más de 

US$ 70,4 millones, si no se aplican 

los descuentos correspondientes. 

Se trata de recursos públicos 

pagados por servicios no prestados, 

como subvenciones y sueldos. 

En un escenario de restricciones 

fiscales, este gasto improductivo 

constituye una grave ineficiencia. 

¿Quién paga esa cuenta? Todos 

los chilenos. Pero sobre todo, los 

estudiantes más vulnerables. 

Cada día de clases perdido es una 

oportunidad menos de aprendizaje, 

acompañamiento y desarrollo. Y lo que 

se pierde, difícilmente se recupera. 

La educación ya arrastra una brecha 

crítica. Según el último SIMCE, el 

40% de los estudiantes de 4? básico 

de colegios públicos tiene un nivel 

insuficiente en matemáticas. 

Esta fragilidad compromete el 

capital humano del país, afectando 

productividad futura, cohesión social 

y movilidad intergeneracional. 

Los paros docentes no solo 
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“Solo en el primer 
semestre de 2025, las 
clases suspendidas 
podrían costar al 
Estado más de US$ 70,4 
millones. ¿Quién paga 
esa cuenta? Todos los 
chilenos. Pero sobre todo, 
los estudiantes más 
vulnerables”. 

agravan esta tendencia, perpetúan 

un círculo de desigualdad. 

El Colegio de Profesores, que de un 

total de 263.000 representa menos del 

8% de los docentes del país, defiende 

la legitimidad de estas movilizaciones 

frente a demandas como la violencia 

escolar o la infraestructura deficiente. 

Sin embargo, utilizar la suspensión 

de clases como método de presión, 

afectando a más de un millón 

de estudiantes, constituye un 

quiebre con el sentido público 

de la profesión docente. 

Además, todas estas paralizaciones 

son por esencia ilegales. 

La Contraloría General de la República 

ya ha instruido aplicar los descuentos 

correspondientes, medida que busca 

de una vez por todas garantizar el uso 

correcto de los recursos del Estado. 

El debate de fondo es claro: no puede 

haber política educativa creíble si no 

se garantiza la continuidad del servicio 

escolar. La confianza en la educación 

pública se erosiona cuando las 

interrupciones no tienen consecuencias 

Por ello, urge avanzar en el Proyecto 

de Ley que declara la educación como 

un servicio esencial, estableciendo 

reglas claras sobre descuentos y 

desvinculación, cuando corresponda. 

No se trata solo de eficiencia fiscal: 

se trata de asegurar el derecho de los 

niños a aprender todos los días. Si 

no lo entendemos así, seguiremos 

hipotecando el futuro del país 

  

Cotizaciones adeudadas y reforma previsional: los 
ajustes regulatorios que se aproximan 

ntre los aspectos modificados con la reforma 

previsional, y que no ha tenido mayor difu- 

sión de parte del Ejecutivo, está lo referente 

al cobro de las cotizaciones adeudadas y 

la nueva fórmula de cálculo de los reajustes e 

intereses. 

En los próximos meses comenzará el nuevo 

Sistema Único de Cobranza de Cotizaciones. 

Actualmente, cada administradora y el IPS 

son responsables del cobro de sus respectivas 

cotizaciones, lo que implica que un empleador 

puede tener diversas demandas, con duplicidad 

de trámites y de resultados, dependiendo de la 

mayor o menor habilidad de cada ejecutante. El 

nuevo sistema establece la obligación de actua- 

ción conjunta y en un mismo juicio, además de 

contemplar causales de responsabilidad de las 

administradoras para el evento que haya negli- 

gencia en el cobro. 

Hay varios aspectos que quedarán para la 

reglamentación administrativa, tales como la 

coordinación entre las instituciones de previsión 

o seguridad social para licitar, el prorrateo y la 

periodicidad para iniciar las acciones conjuntas. 

La etapa prejudicial, además, se centralizará 
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en la Tesorería General de la República (TGR), 

mientras que la judicial quedará en una entidad 

privada licitada. ¿Qué utilidad tiene incorporar a 

la ya recargada TGR solo en la etapa prejudicial? 

¿Podrá ejercer las mismas facultades de reten- 

ción que tiene para el cobro de otras deudas? Si 

es por eso, bienvenido, pero creo que la etapa 

prejudicial también podría haber sido materia 

de licitación, permitiendo excepcionalmente la 

participación de la TGR en la misma. 

El otro aspecto, y que entrará a regir a contar 

de septiembre próximo, es la metodología de 

cálculo de intereses de cotizaciones impagas. 

Recordemos que hoy se aplica reajuste, interés 

y multas. 

El cambio contempla alternativas para las 

“En los próximos meses, comenzará a de el nuevo Sistema 
Único de Cobranza de Cotizaciones. Actualmente, cada 
administradora y el IPS son res 
cobros. Entre varios otros cam 
la obligación de actuación conjunta y en un mismo juicio”. 

onsables de sus respectivos 
1os, el nuevo sistema establecerá 

sanciones pecuniarias, ya que el interés será la 

suma mayor entre la rentabilidad real del fondo 

en que esté el trabajador o la tasa de interés 

corriente. Se busca que el trabajador no sea afec 

tado por el incumplimiento del empleador. 

La rentabilidad real, dependiendo del fondo 

y período, puede ser muy distinta del interés 

corriente, y es una medida más eficaz para evitar 

al trabajador perjuicios por el no pago oportu= 

no de las cotizaciones. Dado que las multas se 

mantienen, no se entiende la razón por la que 

se establecen factores alternativos a aplicar. 

Con la rentabilidad real del fondo y la multa se 

lograrían los objetivos de sanción y de evitar 

perjuicios para el trabajador, pero al mantenerse 

la tasa de interés corriente como alternativa, 

puede generarse el caso en que para el trabajador 

sea más conveniente el pago tardío en vez del 

oportuno. 

Importante tener presente los cambios que 

vienen en estas materias, ya que impactarán 

el día a día de toda actividad. Por lo mismo, los 

reglamentos que se emitan en esta recta final 

antes que el Sistema Único de Cobranza entre en 

aplicación adquieren una renovada importancia.

Fecha:
Vpe:
Vpe pág:
Vpe portada:

17/07/2025
  $1.942.182
  $7.443.240
  $7.443.240

Audiencia:
Tirada:
Difusión:
Ocupación:

      48.450
      16.150
      16.150
      26,09%

Sección:
Frecuencia:

OPINION
DIARIO

Pág: 14


